DON XXXXXXXXX, empleo/cuerpo y escala, con DNI 1111111, en situación de reserva y domicilio en la C/ xxxxxxxxxxxxxx CP 11111  asistido en este trámite por D. ANTONIO SUÁREZ-VALDÉS GONZÁLEZ, letrado del Ilustre Colegio de Abogados de Madrid a V.E.,  
EXPONE:
Que el declarante accedió a la Escala de Suboficiales por Resolución de dd/mm/aaaa (BOD 33 de 33 de xxxxxxx de 19xx), adquiriendo la condición de militar de carrera con fecha de efectos de dd/MM/aaaamilitarcarrera.
Este suboficial nació el día dd/mm/aaaanacimiento.
Por resolución de dd/mm/aaaa (BOD 33 de 33 de xxxxxxx de 19xx), una vez cumplidos los 56 años de edad, se acordó el pase del declarante a la situación de reserva.
El actor se encuentra escalafonado con el número 11111111111.
El dicente entiende que deberá procederse a antedatar la fecha de pase a reserva de este suboficial y su ascenso al empleo de teniente/alférez de navío a la fecha en la que cumplió 33 años como militar de carrera o subsidiariamente el ascenso a teniente/alférez de navío en la fecha en la que se le pasó a la situación de reserva, con todos los pronunciamientos añadidos, todo ello en virtud de los siguientes
FUNDAMENTOS JURÍDICOS:

PRIMERO: La disposición transitoria séptima de la Ley 39/2007, de 19 de noviembre, de la Carrera Militar, en la redacción dada a través del número cuatro de la disposición adicional sexagésima segunda de la Ley 26/2009, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2010, establece que: 
“1. Todos los suboficiales que hubieran obtenido el empleo de sargento a partir del 1 de enero de 1977 y con anterioridad al 20 de mayo de 1999, fecha de entrada en vigor de la Ley 17/1999, de 18 de mayo, de Régimen del Personal de las Fuerzas Armadas, y que no tuvieran limitación legal para alcanzar el empleo de subteniente, podrán obtener, previa solicitud, el empleo de teniente de las escalas de oficiales de la Ley 17/1999, de 18 de mayo, que se les concederá cuando estén en la situación de reserva y con 56 años cumplidos hasta el 31 de julio de 2013 y con 58 años cumplidos desde el 1 de agosto de 2013, con antigüedad, tiempo de servicios y efectos económicos desde la fecha de ascenso.

2. Los suboficiales que hayan ascendido o asciendan al empleo de teniente, en aplicación de la Ley 17/1999, de 18 de mayo, o de esta disposición, a los solos efectos de la determinación del orden de escalafón en la situación de reserva, ocuparán, cada uno de ellos, el puesto que les corresponda según el empleo alcanzado en la situación de servicio activo y la antigüedad que tuvieran en el mismo.”
La anterior normativa ha supuesto un terrible perjuicio al actor, por cuanto por una cuestión temporal, se ha retrasado, al menos dos años, su futuro ascenso a teniente/alférez de navío.

Por su parte el punto 4, de la disposición transitoria octava, de la Ley de la Carrera Militar, sobre Adaptación de las situaciones administrativas estipula que:
“4. Hasta el 31 de julio del año 2013 seguirá siendo de aplicación el supuesto de pase a la situación de reserva, previsto en el artículo 144.2.b) de la Ley 17/1999, de 18 de mayo, para los pertenecientes a los cuerpos generales, de infantería de marina y de especialistas, extendido a partir del 1 de julio del año 2009 a los tenientes coroneles procedentes de las escalas de oficiales de dichos cuerpos que se hayan integrado en las nuevas escalas. En el caso de que no se tengan cumplidos los cincuenta y seis años se retrasará el pase a la reserva al momento de cumplir esa edad.”
El referido art. 144.2 . b) de la Ley 17/1999, de 18 de mayo, de Régimen del Personal de las Fuerzas Armadas estipulaba que:

 “Con excepción de los empleos de la categoría de Oficiales Generales, de Tenientes Coroneles de las Escalas de Oficiales y de Suboficiales Mayores, el día 15 del mes de julio del año en que se cumplan treinta y tres desde la obtención de la condición de militar de carrera, los pertenecientes a los Cuerpos Generales, de Infantería de Marina y de Especialistas. Los que al corresponderles pasar a esta situación cuenten con menos de cincuenta y seis años de edad, lo harán en la fecha que cumplan dicha edad.”
SEGUNDO: Sentados los precedentes normativos, nos  encontramos con el caso del Teniente FMG, nacido el 03/12/1957, con fecha de ingreso como militar de carrera de 15/07/1980 y número de escalafón 3038607, quien, en contra de lo estipulado en la normativa anteriormente señalada y que está siendo aplicada a este suboficial, ha pasado a la situación de reserva (Resolución 562/09394/13, BOD 133, de 9 de julio) antes del día 15 de julio del año en que habría de cumplir 33 años como militar de carrera y con menos de 56 años de edad, habiendo ascendido al empleo de teniente, antes de cumplir dicha edad (Resolución 562/10263/13, BOD 143, de 23 de julio), posibilidad que, sin embargo, se ha negado al actor, quien teniendo mayor antigüedad como suboficial y mejor número de escalafón en dicha escala que el mencionado  oficial, sin embargo tendrá que esperar hasta los 58 años para poder ascender al empleo de teniente/alférez de navío.

La situación anteriormente descrita supone un claro agravio comparativo para este suboficial, que solicita, en virtud del principio de igualdad, que se le apliquen las mismas condiciones de pase a reserva que le han sido aplicadas al Teniente FMG.
TERCERO: La igualdad ante la Ley constituye el presupuesto fundamental del ordenamiento jurídico en los Estados democráticos de Derecho; es, por tanto, una exigencia común en las Constituciones Europeas que proclaman derechos fundamentales.
La Constitución Española expresa la igualdad como valor superior del ordenamiento, en el Estado social de Derecho (artículo 1.1 de la Constitución Española, en adelante CE). Esta exigencia trasciende al artículo 14 CE, que establece, de modo explícito y formal, la igualdad ante la Ley al señalar que “los españoles son iguales ante la Ley”, y prohíbe la discriminación por motivos tasados (nacimiento, raza, sexo, religión, opinión) y –en términos generales-, por “cualquier otra condición o circunstancia personal o social”. De este modo, prescribe un principio general, la igualdad de todos los ciudadanos españoles ante las normas, que se extiende a la aplicación de todo el ordenamiento jurídico.
La Constitución española sitúa el mandato de igualdad ante la Ley en el preámbulo de la Sección 1ª, Capítulo II del Título I, bajo la expresión "de los derechos fundamentales y de las libertades públicas". La colocación del artículo 14 CE en el preámbulo del Capítulo II, Título I, constituye un argumento para subrayar su naturaleza de principio vertebrador de los derechos fundamentales de la Sección 1ª; un principio del que derivan otras tantas titularidades subjetivas, bien especificadas en las normas de la Sección 1ª, Capítulo II, Título I, o reguladas en la Ley que sirva al efecto. Pero, además, el contenido esencial del artículo 14 CE determina que la igualdad ante la Ley está presente en cualquier norma reguladora de derechos.
La Carta Europea de Derechos Fundamentales define de modo expreso la igualdad como principio universal e indivisible en el inciso 2º del preámbulo. Ello significa que quienes proclaman este texto fundamental determinan claramente que el mandato de trato paritario ante las normas constituye el presupuesto del ejercicio de cualesquiera otros derechos contenidos en normas.
En el Estado social español el mandato de igualdad tiene también un significado material. De tal manera, el artículo 9.2 CE señala que corresponde a los poderes públicos promover las condiciones necesarias para conseguir que la igualdad sea real y efectiva. En definitiva, se trata de que, en el Estado social y democrático de Derecho, los poderes públicos promuevan los medios necesarios para tender progresivamente a una igualdad de facto. Esta aspiración a la igualdad tiene un doble significado en la Constitución española: de un lado, obliga a los poderes públicos en general, y al legislador en particular, a tratar por igual a todos los ciudadanos; pero de otro, les exige que hagan todo lo posible para conseguir que quienes estén en situación de inferioridad puedan conseguir una posición de igualdad real; verdaderamente, el mandato de trato paritario ante las normas determina un tratamiento igual para todos que no sea discriminatorio, pero no impide una diferenciación basada en causas objetivas y razonables.
En la vertiente de creación normativa y de las resoluciones administrativas, la igualdad en el contenido de la Ley obliga al legislador y a la administración al establecimiento de las diferencias normativas que sean razonables. La legitimidad de las condiciones que el precepto jurídico impone para irrogar las consecuencias a los destinatarios de la misma es lo que define el carácter igual o desigual de la norma.
En el caso que nos ocupa, la solución aplicada por el Estado Español a la cuestión del pase a la situación de reserva de sus militares, a juicio del actor, alberga un criterio de desigualdad manifiesta que no encuentra amparo en causa objetivable o razonable, por lo que la misma deberá ser anulada, al perpetuar un criterio discriminador.

Entrando ya al fondo del análisis de la cuestión suscitada, es de destacar, en primer lugar y en relación con el derecho a no ser discriminado, que el Pleno de este Tribunal Constitucional ha reiterado que la virtualidad del art. 14 CE no se agota en la cláusula general de igualdad, sino que contiene, además, una prohibición explícita de que se dispense un trato discriminatorio con fundamento en los concretos motivos o razones que dicho precepto prevé (por todas, STC 39/2002, de 14 de febrero, FJ 4), respecto del que este Tribunal ha afirmado tajantemente su carácter odioso y de perversión jurídica contrario tanto al art. 14 de la Constitución española como al art. 14 del Convenio europeo de derechos humanas (CEDH; STC 13/2001, de 29 de enero, FJ 7). 
Igualmente, se ha destacado que la prohibición del art. 14 CE comprende no sólo la discriminación directa o patente derivada del tratamiento jurídico manifiesta e injustificadamente diferenciado y desfavorable de unas personas respecto a otras, sino también la encubierta o indirecta consistente en aquel tratamiento formal o aparentemente neutro o no discriminatorio del que se deriva, por las diversas circunstancias de hecho concurrentes en el caso, un impacto adverso sobre la persona objeto de la práctica o conducta constitucionalmente censurable en cuanto la medida que produce el efecto adverso carece de justificación al no fundarse en una exigencia objetiva e indispensable para la consecución de un objetivo legítimo o no resultar idónea para el logro de tal objetivo (por todas, STC 13/2001, de 29 de enero, FJ 8, ó 253/2004, de 22 de diciembre, FJ 7).
A juicio de esta parte, la operativa aplicada al referido oficial implica una doble discriminación hacia el actor. Por un lado la resultante de aplicar al dicente unas condiciones de pase a reserva completamente contradictorias a las aplicadas a otros compañeros y por otro lado la consistente en una presunta discriminación encubierta, por un simple criterio de edad.
En relación con el derecho a no ser discriminado, la virtualidad del art. 14 CEDH no se agota en la cláusula general de igualdad, sino que contiene, además, una prohibición explícita de que se dispense un trato discriminatorio no sólo directo o patente derivada del tratamiento jurídico manifiesta e injustificadamente diferenciado y desfavorable de unas personas respecto a otras, sino también la encubierta o indirecta consistente en aquel tratamiento formal o aparentemente neutro o no discriminatorio del que se deriva, por las diversas circunstancias de hecho concurrentes en el caso, un impacto adverso sobre la persona objeto de la práctica o conducta constitucionalmente censurable en cuanto la medida que produce el efecto adverso carece de justificación al no fundarse en una exigencia objetiva e indispensable para la consecución de un objetivo legítimo o no, la Sala Tercera (Sección Séptima) del Tribunal Supremo, dicto Sentencia de 21 de marzo de 2011, en el recurso 626/2009, resolviendo una cuestión sustancialmente similar a la sustanciada en el presente caso que marca el camino jurisprudencial a seguir en este tipo de causas refiriendo que “(…) Se trata de una discriminación no amparada por una justificación objetiva razonable, por lo que infringe el artículo 14 de la Constitución.” para lo cual, se sirve de los términos de comparación arriba relacionados y argumenta a partir de los preceptos constitucionales y legales y de las jurisprudencias mencionadas, y se ayuda de la perspectiva que ofrecen las situaciones próximas alegadas.

Pues bien, comenzaremos diciendo que la edad, pese a no haberla incluido ese precepto constitucional entre las que no pueden fundamentar diferencias de trato, es una circunstancia personal que ha de sumarse a ellas.
Bastará para justificarlo tener presente que el artículo 21.1 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea incorpora la edad entre las causas por las que prohíbe discriminar [Carta que la Ley Orgánica 1/2008, de 30 de julio, por la que se autoriza la ratificación por España del Tratado de Lisboa, por el que se modifican el Tratado de la Unión Europea y el Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea, firmado en la capital portuguesa el 13 de diciembre de 2007, reproduce en atención al artículo 10.1 de la Constitución].
Y debe subrayarse que una discriminación prohibida, naturalmente, no se identifica con cualquier diferencia de trato, sino solamente con aquellas que carezcan de una justificación objetiva y razonable desde las premisas sentadas por la Constitución.
“… incumbe a la Administración la carga de demostrar la existencia de esas razones objetivas y legítimas que han de concurrir en una diferencia de trato para que no sea discriminatoria y cubra el canon de constitucionalidad que significa el principio de igualdad (artículo 14 CE ).”… no supondrán discriminación cuando, debido a la naturaleza de la actividad profesional concreta de que se trate o del contexto en que se lleve a cabo, dicha característica constituye un requisito profesional esencial y determinante, siempre que el objetivo sea legítimo y el requisito proporcionado “.

En el presente caso, los criterios de discriminación operados no resultan ni coherentes, ni esenciales, ni determinantes de la relación militar desarrollada por el actor, sino criterios arbitrarios y atentatorios, a juicio del dicente, contra el principio de igualdad.
Es por todo lo expuesto por lo que esta parte SOLICITA: 
Que teniendo por interpuesto el presente escrito, se sirva acordar antedatar la fecha de pase a reserva de este suboficial y su ascenso al empleo de teniente/alférez de navío a la fecha en la que cumplió 33 años como militar de carrera o subsidiariamente el ascenso a teniente/alférez de navío en la fecha en la que se le pasó a la situación de reserva, con todos los pronunciamientos añadidos.

En xxxxxxxxx a 20 de enero de 2014
Firma
EXCMO. SR. MINISTRO DE DEFENSA                     —MADRID—
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